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Expediente 66001-31-10-003-2007-0669-02
Se ocupa la Sala de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora Luz Milena Gómez Toro, heredera reconocida en el proceso de sucesión de la causante Marina Toro de Valencia, contra el auto proferido por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, por medio del cual se reconoció al señor Gustavo Garcés como cónyuge sobreviviente de la referida difunta.

ANTECEDENTES

Mediante auto del 4 de septiembre de 2007 se declaró abierto y radicado el proceso de sucesión de la causante Marina Toro de Valencia y se reconoció al señor Gustavo de Jesús Garcés Henao como cónyuge sobreviviente, quien optó por gananciales; el 1º de noviembre siguiente fue reconocida la señora Luz Milena Gómez Toro como su heredera y subrogataria de los derechos que le puedan corresponder a Luis Marino Valencia Toro, ambos hijos de la primera.
La heredera reconocida, por conducto de su apoderado judicial, promovió incidente con el fin de obtener la exclusión del señor Gustavo de Jesús Garcés Henao como interesado en el proceso de sucesión.
Para sustentarlo, dijo, en resumen, que la señora Marina Toro contrajo nupcias con el señor Marino Valencia Arias el 12 de agosto de 1956, unión de la cual nacieron sus hijos Luis Marino y Clara Helena Valencia Toro; el 11 de octubre de 1960 se produjo el fallecimiento del esposo y en tal forma se disolvió la sociedad conyugal que surgió con ocasión del matrimonio; la viuda contrajo nupcias con el señor Gustavo de Jesús Garcés Henao el 15 de agosto de 1977; la sociedad conyugal del primer matrimonio no se ha liquidado y el segundo no la produjo porque se celebró en el exterior.
En el término de traslado que otorgó el juzgado, se pronunció el cónyuge sobreviviente. Expresó por medio de su apoderada que el único bien en cabeza de la causante fue adquirido después de fallecido su primer esposo y en vigencia del segundo, razón por la cual no ingresó a la sociedad conyugal que con aquel conformó y que el derecho a reclamar por parte de los herederos prescribió porque han transcurrido más de diez años desde cuando se produjo esa muerte.
Decretadas y practicadas las pruebas solicitadas, decidió el juzgado, mediante proveído del pasado 9 de septiembre, no excluir del proceso de sucesión al cónyuge supérstite. Estimó el a-quo que aunque de conformidad con el artículo 180 del Código Civil los que se hayan casado en país extranjero y luego se domiciliaren en Colombia se presumen separados de bienes, esa regla no puede aplicarse en este caso en el que los esposos nunca se radicaron en este país y es ese otro de los presupuestos que consagra la norma para que opere la presunción que establece.

Contra esa decisión interpuso la heredera reconocida el recurso de apelación al considerar que el matrimonio que contrajo la señora Marina Toro con el señor Gustavo Garcés, aunque válido en Colombia, no produjo consecuencias patrimoniales toda vez que los esposos no se domiciliaron en este país y en tal forma la interpretación que dio el juzgado al artículo 180 resulta errónea, porque considera que solo entre los cónyuges casados en el exterior y residentes en el extranjero surge sociedad de bienes, lo que constituye un contrasentido. Transcribe jurisprudencia y doctrina que estima aplicable al caso concreto para concluir que no se ha desvirtuado la presunción consagrada por aquella disposición y llama la atención porque el a-quo dejó de analizar la situación que alegó respecto a que aún no se ha liquidado la sociedad conyugal que tuvo la causante con su primer esposo.
CONSIDERACIONES

El artículo 18 del Código Civil que consagra el principio de territorialidad de la ley colombiana al expresar que ésta obliga tanto a los nacionales como a los extranjeros residentes en Colombia.

El artículo 19 de la misma obra  prevé el de la extraterritorialidad, según el cual, los colombianos residentes o domiciliados en país extranjero están sujetos a la ley colombiana en lo que concierne a su estado civil, a su capacidad para efectuar ciertos actos que hayan de tener efecto en Colombia y a las obligaciones y derechos que nacen de las relaciones de familia, pero solo respecto de sus cónyuges y parientes.

Y el artículo 20 ibidem expresa que los bienes situados en el territorio nacional están sujetos a las normas del código, aunque los dueños sean extranjeros y residan fuera de Colombia, sin perjuicio de lo pactado en contrato válidamente celebrado en país extranjero.
Por su parte, el artículo 180 de ese mismo código, modificado por el 13 del Decreto 2820 de 1974 dice:

“Sociedad conyugal. Por el hecho del matrimonio se contrae sociedad de bienes entre los cónyuges, según las reglas del título 22, libro IV, del Código Civil.

“Los que se hayan casado en país extranjero y se domiciliaren en Colombia, se presumirán separados de bienes, a menos que de conformidad con las leyes bajo cuyo imperio se casaren se hallen sometidos a un régimen patrimonial diferente”.

De conformidad con el primer inciso de esa disposición, por el hecho del matrimonio surge entre los esposos sociedad conyugal, la que se ha de regir por las disposiciones del Código Civil, y de acuerdo con el segundo, se presumirá la separación de bienes respecto de quienes contraen matrimonio en país extranjero.

En relación con este último aserto es necesario hacer las siguientes precisiones: a) tratándose de colombianos, la celebración de su matrimonio en el exterior debe sujetarse a las normas de nuestro país, de conformidad con el artículo 19 del Código Civil que como ya se expresara, los obliga en relación con asuntos relativos al estado civil, y b) como de conformidad con las normas nacionales, por el hecho del matrimonio entre colombianos surge sociedad conyugal, el estado de separación de bienes o de encontrarse sometidos a un régimen patrimonial diferente debe acreditarse por alguno de los medios previstos por el legislador para tal cosa.

Así lo explicó la Corte en sentencia C-395 de 2002:

“Conforme a estas disposiciones (se refiere a los artículos 180 y 1774 del Código Civil), la celebración del matrimonio genera en forma imperativa la sociedad conyugal entre los contrayentes.

“Dicha sociedad está constituida por los bienes muebles que los cónyuges aportan o que adquieran a título oneroso o gratuito y por los inmuebles que adquieran a título oneroso. En la misma cada uno de aquellos tiene la libre administración y disposición tanto de los bienes que le pertenezcan al momento de contraer matrimonio o que hubiere aportado a él, como de los demás que adquiera por cualquier causa.

“…  
“Evidentemente esta disposición trata de las consecuencias patrimoniales de la celebración del matrimonio en el exterior, es decir, de las consecuencias patrimoniales de la adquisición del estado civil de casado en el exterior, que han de producirse en Colombia. Desde otro punto de vista, la misma se refiere a las obligaciones y derechos patrimoniales que nacen de las relaciones de familia, respecto del cónyuge, en el caso del matrimonio contraído en el exterior que ha de tener efectos en Colombia.

“Por consiguiente, teniendo en cuenta el principio señalado de la aplicación de la ley personal, es necesario hacer una distinción: si es un matrimonio entre nacionales colombianos o entre un nacional colombiano y un extranjero, como regla general debe aplicarse la ley civil colombiana, específicamente las normas sobre sociedad conyugal; por el contrario, si es un matrimonio entre extranjeros, por excepción no es aplicable la ley civil colombiana y se presume legalmente que rige la separación de bienes, lo cual puede desvirtuar los contrayentes mediante la aportación de la prueba sobre sometimiento a otro régimen, conforme a las leyes del país de la celebración del mismo.

“Éste es el criterio con fundamento jurídico y es el planteado por uno de los intérpretes más autorizados del Código Civil en la primera época de su vigencia, al comentar específicamente la disposición demandada, así
:

“Esta excepción al sistema de la comunidad de bienes, no resuelve el caso en que los extranjeros sean transeúntes, y el serlo no impide que puedan verse en la necesidad de hacer efectivos algunos derechos relacionados con sus bienes. Podría llenarse el vacío refiriéndose el inciso no sólo a los extranjeros domiciliados, sino a los transeúntes. Mientras se llena, juzgamos que por analogía se rigen los unos y los otros por una misma regla (...)”.
“En esta forma se puede determinar que la disposición demandada no establece distinción entre nacionales colombianos, sometidos todos al régimen de sociedad conyugal, sino entre ellos y los extranjeros, por quedar éstos sometidos al régimen de separación de bienes, con la posibilidad de aplicación de otro en su lugar, si se aporta la prueba respectiva. En consecuencia, no se vulnera el principio de igualdad entre los nacionales colombianos, ni la protección  integral de la familia o el derecho de propiedad de los mismos. Por esa misma razón el supuesto de que parte la demandante es equivocado…”
En el caso sometido a estudio se trata del matrimonio que contrajeron dos nacionales en el exterior, como lo acredita la copia auténtica del documento en el que hace constar tal acto, expedido por la Notaría 34 de Bogotá.

Ese matrimonio dio origen a la sociedad conyugal como lo enseñan los preceptos y la jurisprudencia transcritos y porque el artículo 180 de que se viene haciendo mención no da prelación a la ley extranjera sobre la nacional respecto a la comunidad de bienes que surge entre los esposos con el matrimonio, para lo cual resultaría menester la existencia de una norma que lo autorizara.

Y esa sociedad surgió en este caso específico, con independencia de que los cónyuges se hayan o no domiciliado en este país, porque el matrimonio que le dio vida lo contrajeron dos ciudadanos colombianos, sometidos a las leyes patrias en lo relativo a su estado civil y a las obligaciones y derechos que nacen de las relaciones de familia y no se demostró que estuviesen sometidos a un régimen patrimonial diferente.

Así las cosas, para la Sala no tienen acogida los argumentos del apelante porque como ya se ha explicado, de conformidad con el estatuto personal los Colombianos residenciados o domiciliados en país extranjero permanecen sujetos a las leyes nacionales en los eventos a que se refiere el artículo 19 del Código Civil; porque los fundamentos jurisprudenciales en que se sustenta hacen parte de dos salvamentos de voto; el primero frente a una sentencia que reconoció la existencia de sociedad conyugal al matrimonio que contrajeron dos colombianos en Guatemala, y el segundo respecto de la sentencia de constitucionalidad que se transcribió en esta misma providencia. Además, porque la falta de liquidación de la sociedad conyugal que tuvo la causante con su primer esposo, no impidió que surgiera aquella de que da cuenta este proceso, que como se ha indicado, de conformidad con las normas que regulan la materia, surge por el mero hecho del matrimonio, sin condicionamiento diferente a lo que los esposos acuerden en capitulaciones matrimoniales.

En esas condiciones ante la disolución de esa sociedad, con motivo del fallecimiento de la esposa, el cónyuge sobreviviente puede intervenir en el proceso de sucesión para que se le reconozca su calidad y se le liquiden los gananciales que le correspondan, razón por la cual se confirmará la providencia impugnada, aunque por razones diferentes a las que en ella se esbozaron.

No sobra anotar que la calidad de ser social o no el único bien relacionado como activo, no es asunto que deba ser decidido en esta providencia.

No hay lugar a imponer costas en esta instancia. (Artículo 392 num. 5 C.P.C.).
Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, el 9 de septiembre de 2008, en el proceso de sucesón de la causante Marina Toro Vergara.

Sin costas en esta instancia.

COPIESE Y NOTIFÍQUESE

Los Magistrados,

CLAUDIA MARIA ARCILA RIOS

GONZALO FLÓREZ MORENO    
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 
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